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A continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, de fecha 24 de mayo de 2010, por medio de la cual se negó la tutela solicitada por el demandante frente a la decisión del Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira que en primera instancia declaró la nulidad de lo actuado en el incidente sobre liquidación de perjuicios que promovió el aquí accionante contra el señor Conrado Arango Ramírez.

Lo anterior porque como no toda anomalía justifica la declaratoria de  nulidad del proceso,  con apoyo en las normas que regulan esa institución, la doctrina y la jurisprudencia han desarrollado  los principios de especificidad, convalidación  y protección sobre los  que se edifica aquella figura. Por el primero se entiende que no hay vicio capaz de afectar la validez de la actuación sin que el hecho se encuentre tipificado en una norma; por el segundo, que de darse ciertos requisitos, algunas nulidades pueden convalidarse y por el último, que tratándose de nulidades saneables, solo la persona afectada con el agravio está legitimada para alegarla.

En relación con el tema ha sostenido la Corte Suprema de Justicia:

“1. La existencia de procedimientos encuentra justificación en que ellos constituyen la vía establecida por la ley, con respaldo en la Constitución, para que los conflictos relativos al ejercicio de los derechos de las personas puedan ser solucionados por el órgano jurisdiccional, tal como lo consagra el artículo 4º del Código de Procedimiento Civil al precisar, que el objeto de los mismos “… es la efectividad de los derechos reconocidos en la ley sustancial”.

“Si bien las primeras visiones de los diligenciamientos judiciales hicieron énfasis en la forma o en su aspecto ritual, hoy es diferente su entendimiento, pues se reconoce que a través del conjunto de las etapas que conforman los procesos judiciales, justamente, por la finalidad que con ellos se persigue, cobran materialización fundamentales derechos, como los de acceso a la administración de justicia, debido proceso, defensa, comprobación de los hechos aducidos y de impugnación de las decisiones que se profieran, entre otros.

“Con esa comprensión, el derecho procesal, en general, y el procesal civil, en particular, se ha ocupado de asegurar que en los procedimientos no se presenten desvíos que puedan conllevar la conculcación de ese conjunto de derechos y garantías de raigambre constitucional, estableciendo diversos mecanismos de protección, entre los cuales sobresale el instituto de las nulidades.

“Ahora bien, la previsión de tal mecanismo jurídico-procesal, no altera la regla general y prevalente de la efectividad y validez de los juicios, de la que se sigue que las nulidades procesales son eminentemente excepcionales y, por ende, de aplicación estricta y restringida, razón por la cual, como insistentemente lo ha señalado la Corte, ellas están sometidas a los principios “de especificidad, según el cual las causas para ello solo son las expresamente fijadas en la ley; de protección, relacionado con el interés que debe existir en quien reclame la anulación, emergente del perjuicio que el defecto le ocasione, y de convalidación, que determina que solo son declarables los vicios que no hayan sido, expresa o tácitamente, saneados por el interesado” (Cas. Civ., sent. jul. 6/2007, exp. 1989-09134-01)….”

Y la Corte Constitucional al declarar la exequibilidad del inciso 1º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, dijo en sentencia C-491 de 1995:

“Con fundamento en lo anterior, estima la Corte que se ajusta a los preceptos de la Constitución, porque garantiza el debido proceso, el acceso a la justicia y los derechos procesales de las partes, la expresión "solamente" que emplea el art. 140 del C.P.C., para indicar que en los casos allí previstos es posible declarar la nulidad, previo el trámite incidental correspondiente, pero advirtiendo, que además de dichas causales legales de nulidad es viable y puede ser invocada la consagrada en el art. 29 de la Constitución, según el cual "es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso"…

“Al mantener la Corte la expresión "solamente" dentro de la referida regulación normativa, respeta la voluntad política del legislador, en cuanto reguló de manera taxativa o específicamente las causales legales de nulidad en los procesos civiles, las cuales ahora con el cambio constitucional se encuentran adicionadas con la prevista en la norma del art. 29, a la cual se hizo referencia…”

En consecuencia, como una forma de garantizar el debido proceso y la seguridad jurídica, solo el legislador tiene facultad para determinar las causales que pueden afectarlo de nulidad.

En el caso concreto, el señor juez de primera instancia, mediante proveído del 15 de febrero de este año, sin fundamento legal alguno y sin invocar la causal en que sustenta su decisión, decidió declarar la nulidad del auto de fecha 11 de mayo de 2009, por medio del cual dio traslado del incidente sobre liquidación de perjuicios  propuesto por el aquí demandante. 

Esa decisión fue confirmada en segunda instancia por el Juzgado Primero Civil del Circuito, al considerar configurada la causal 5ª del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, según la cual el proceso es nulo en todo o en parte “Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales legales de interrupción o de suspensión, o si en estos casos se reanuda antes la oportunidad debida”.

A mi juicio tal causal no se configuró en el trámite del incidente  con la muerte del señor Conrado Arango Ramírez, porque tal hecho puede afectar la validez de la actuación exclusivamente cuando “no haya estado actuando por conducto de apoderado judicial, representante o curador ad-litem”, de conformidad con el numeral 1º del artículo 168 del Código de Procedimiento Civil y en este caso, el citado causante actuaba en el proceso representado por mandatario judicial.

En esas condiciones, considero que aunque el funcionario de segunda instancia echó mano de una de las causales consagradas en la ley para declarar la nulidad de la providencia ya citada, ella no se hallaba configurada. En consecuencia, la decisión a que hago referencia, resultó arbitraria y caprichosa. Incurrieron entonces los funcionarios accionados en vía de hecho por defecto  sustantivo, el que de acuerdo con jurisprudencia reiterada de la corte se produce:

“…cuando la actuación controvertida se funda en una norma indiscutiblemente inaplicable, ya sea porque a) la norma perdió vigencia por cualquiera de las razones de ley, (b) es inconstitucional, (c) o porque el contenido de la disposición no tiene conexidad material con los presupuestos del caso. También puede darse en circunstancias en las que a pesar del amplio margen interpretativo que la Constitución le reconoce a las autoridades judiciales, se produce (d) un grave error en la interpretación de la norma constitucional pertinente, el cual puede darse por desconocimiento de sentencias de la Corte Constitucional con efectos erga omnes, o cuando la decisión judicial se apoya en una interpretación claramente contraria a la Constitución
.
En este caso, el funcionario de primera instancia no indicó la razón por la cual declaraba la nulidad del auto que ordenó correr traslado del incidente sobre liquidación de perjuicios y el de segunda, se fundamentó en disposición no aplicable al asunto, porque la interrupción del proceso no se produjo toda vez que la  parte que falleció en el curso del proceso, actuaba representada por apoderado judicial.

En conclusión, considero que la tutela, por el aspecto a que me refiero, ha debido ser concedida.

La situación se torna diferente respecto a la nulidad de los autos proferidos en los procesos ejecutivos que se adelantaron después de liquidadas las costas y los perjuicios porque la causal que sirvió de sustento para adoptar esas decisiones, está prevista como tal por el legislador en el numeral 1º del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil.  Por ello, me aparto solo de manera parcial de la sentencia que aprobaron por mayoría mis compañeros de Sala.

Pereira, Mayo 25 de 2010

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS
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